EXPTE. NRO.: 34.998/08.


TS07D44071

PODER JUDICIAL DE LA NACION 

         SENTENCIA DEFINITIVA Nº 44071

         CAUSA Nº: 34.998/08   -  SALA VII – JUZGADO Nº:55    

En la ciudad de Buenos Aires, a los 13 días del mes de febrero de 2012, para dictar sentencia en los autos:  “MORALES, LEONARDO FABIAN C/ CENTRO DE ESTUDIANTES DE INGENIERIA U.B.A. Y OTRO S/ DESPIDO” se procede a votar en el siguiente orden:

EL DOCTOR NESTOR MIGUEL RODRÍGUEZ BRUNENGO DIJO: 

     I. La codemandada “Universidad de Buenos Aires” apela la sentencia de primera instancia que la condenó solidariamente con aplicación del art. 30 L.C.T. junto con el Centro de Estudiantes de Ingeniería “La línea recta” correspondiente a la Facultad de Ingeniería de la U.B.A. a pagar las indemnizaciones derivadas por el despido indirecto del caso.

     También cuestiona la totalidad de los honorarios regulados a los profesionales intervinientes porque los estima elevados mientras que la perita escopómetra cuestiona los propios porque los considera exiguos (v. fojas 552 y fojas 605 vta.).

     II. Cabe recordar que el actor se colocó en situación de despido indirecto el día 2/07/2007 ante el silencio de las demandadas a la interpelación que articulara solicitando aclaración de su situación laboral frente la clausura del local de fotocopias sito en la planta baja de la Facultad de Ingeniería donde trabajaba y, en su consecuencia, fundó su reclamo en normativa laboral y demás disposiciones derivadas del C.C.T. 160/75.

    A su vez al Centro de Estudiantes de Ingeniería “La línea Recta” se lo tuvo por incurso en la situación procesal prevista en el art. 71 L.O. (ver fojas 153), mientras que la codemandada U.B.A. desconoció los hechos ventilados en el inicio y opuso excepción de falta de legitimación pasiva e incompetencia afirmando así que el actor jamás fue dependiente suyo y que no existió relación laboral alguna, en tanto la U.B.A. no es la titular de la supuesta relación jurídica sustancial que invoca el actor y que la relación de la U.B.A. con sus empleados hasta el mes de octubre de 2007 se rigió por el Escalafón para el Personal no docente de las Universidades Nacionales (aprobado por el Dec. Nro.:2213/87) como asimismo por el Estatuto Universitario que le otorga a sus órganos de gobierno las facultades necesarias para el desarrollo de la Universidad en su conjunto señalando que en virtud de su carácter de ente público no le resultan aplicables las disposiciones de la Ley de Contrato de Trabajo salvo que, por acto expreso, se las incluya o que ello surja de las convenciones colectivas de trabajo (art. 2 inc. a) L.C.T.). Agregó también que la actividad del servicio de fotocopias del C.E.I. no constituye actividad normal y habitual de la U.B.A. ni de sus unidades académicas por lo que no le resultarían aplicables las previsiones del art. 30 L.C.T.

    En la primera instancia la “a-quo” rechazó la excepción de incompetencia articulada por U.B.A. con fundamento en el derecho invocado como sustento de la acción y en el Plenario nro. 147 “García Gallardo, Juan C/ Universidad de Buenos Aires “(16/04/71, DT 1971-361) que determina la competencia en razón de la materia y no de las personas cuando se demandan beneficios establecidos en leyes o decretos reglamentarios del trabajo (“La Justicia Nacional del Trabajo es competente para conocer en juicios promovidos por agentes de la Universidad de Buenos Aires, o de alguna de sus facultades, en demanda de beneficios establecidos en leyes o decretos reglamentarios del trabajo”).

    Con esta base el “a-quo” consideró que no había pruebas que revirtieran la situación de contumacia procesal de la empleadora, por lo cual hizo aplicación de lo previsto en el art. 57 L.C.T. por el silencio que guardó el C.E.I. ante la interpelación del actor para que se procediera al correcto registro del vínculo laboral como así también con base en la testifical de Codevilla (fs. 474/475), Ordoñez (fs. 477) y Cortes y Tristán (fs. 481/82) tuvo por demostrada la situación de hecho denunciada por Morales, esto es que, fue encargado del local de fotocopias del C.E.I. como así también que su ingreso ocurrió con anterioridad a la fecha consignada en sus recibos de haberes; por lo cual al tener comprobados los incumplimientos contractuales de la demandada se estimó legítimo el despido indirecto en que se situó.

     En lo atinente a la condena solidaria de U.B.A. en el decisorio se puntualizó que el Estado Nacional o cualquiera de las instituciones públicas pueden responder en los términos del art. 30 L.C.T. y que en el caso, a juicio del “a-quo”, existió unidad técnica de ejecución entre las actividades desplegadas por ambas codemandadas.

    III. Pues bien, frente a lo decidido en grado se alza la “Universidad de Buenos Aires” diciendo que el fallo violenta la autonomía universitaria en tanto su parte es una persona de derecho público de la Nación y, por ende, la actuación de la U.B.A. debe ceñirse al ámbito el derecho administrativo en tanto es dato firme que medió una cesión de uso precario y gratuito de un espacio público al C.E.I. por Resolución del decano nro.: 209/62 sin finalidad de lucro alguno, por lo que insiste con invocación, entre otros, del precedente “Leroux de Emede, Patricia C/ M.C.B.A.” (CSJN T211 F1221 del 30/04/91) que la naturaleza jurídica de la U.B.A. la excluye del Fuero Laboral. 

    Dice que es improcedente considerar a la administración pública como empleador sometido al régimen privado en casos como el de autos, sino que debe serlo bajo la órbita del derecho administrativo, en tanto no puede confundirse la cesión de espacio público, que es inherente al régimen aplicable a la U.B.A.; con la cesión, contratación y subcontratación de un establecimiento comercial (cfr. SC Buenos Aires, 2009/03/18 “Barrenechea, Jorge C/ Aprocym y otros” LLBA, 209 (junio), p.524, fallo 6038). Insiste en la existencia de jurisprudencia de tribunales nacionales y provinciales en el sentido de la improcedencia de responsabilizar solidariamente a entes públicos con sustento en el art. 30 L.C.T. por los créditos laborales reclamados por dependientes de establecimientos cuya explotación fue concesionada, en tanto no hubo sujeción expresa de la administración pública al ordenamiento laboral común (art. 2º L.C.T.).

    Agrega que no obstante lo expresado aún en el supuesto de que se considere aplicable a su parte el art. 30 L.C.T. lo cierto es que la U.B.A. es un ente de derecho público que ejerce funciones específicamente estatales relativas a la educación, investigación, y formación de personal técnico e investigadores siendo su tarea específica, permanente y habitual la de casa de estudios y de enseñanza superior, conforme lo prevé el estatuto universitario que rige la vida de la institución (Dec. 154/83 ratificado por la Ley 23.068).

    Considera así que el “a-quo” calificó erróneamente la cesión de uso de espacio público que su parte hizo al C.E.I. en tanto resulta indiscutible que la actividad de la U.B.A. está excluída de toda índole comercial y que no era beneficiaria de la actividad desplegada por el centro donde se desempeñó el actor y que no se puede obviar que el vínculo establecido entre el C.E.I. y la U.B.A. lo fue por una cesión regida por el derecho público, sin que la entrega de un subsidio a las autoridades del C.E.I. pueda llevar a concluír que la U.B.A. era la entidad que le abonaba los haberes al actor.

    A mi juicio no hay motivo para alterar lo ya resuelto en la instancia que antecede.

    En efecto, en primer término la situación que insistentemente  ventila en su exposición relativa a la aptitud jurisdiccional de este Fuero del Trabajo para entender en las actuaciones considero no ocioso puntualizar que reiteradamente nuestro Máximo Tribunal ha dicho que para determinar cuál es el juez competente no cabe atenerse a la ley que en definitiva pueda resultar aplicable sino corresponde estar al derecho que se invoca como fundamento de la acción articulada (Fallos 279:95; 286:45; 288:712; 302:339, arg. art. 20 L.O., “Golberg C/ Szapiro”, plen. Del 13/10/50 y “García Gallardo C/Facultad de Ciencias Exactas y Naturales de la Universidad de Buenos Aires” (nro. 147) del 16/04/71). 

     Por consecuencia aún cuando en el inicio no se ha invocado la existencia de acto alguno mediante el cual se disponga la inclusión del trabajador no docente de la U.B.A. (considerados empleados públicos) en el régimen de la Ley de Contrato de Trabajo o comprendidos en una convención colectiva de trabajo; no resulta ser menos cierto que del relato se infiere que el actor reclama puntualmente respecto de la U.B.A. una responsabilidad solidaria en los términos del art. 30 L.C.T. por hallarse inserto el local de fotocopias del C.E.I. en la sede de la facultad de ingeniería de la U.B.A., circunstancia que  a mi juicio, permite hacer viable la competencia diseñada en el art. 21 inc. a) de la L.O. en tanto en el caso lo substancial de la decisión se remite a temas reglados por el derecho laboral, omo lo son las indemnizaciones por el despido indirecto como diferencias salariales reclamadas.

    Despejado este primer aspecto, tengo para mí que es dato firme que el Sr. Morales trabajó en el local de fotocopias y apuntes del C.E.I. “La línea recta” sito en la planta baja de la Facultad de Ingeniería perteneciente a la U.B.A. y que hacia el mes de febrero de 2007 al retornar de sus vacaciones encontró el local clausurado por lo que procedió a intimar a las demandadas para que se aclara su situación laboral y para que procedieran al correcto registro del vínculo interpelación que, ante el reiterado silencio de las accionadas, hizo que se colocara en situación de despido indirecto el día 02/07/07 y que en virtud de la situación procesal de la demandada (art. 71 L.O.) al no haber prueba que la desvirtúe hizo que se tenga por válido el despido del caso (ver fundamentos a fs. 543, arts. 16 L.O. y 386 del Cód. Procesal).

    Ahora bien, el recurrente hace hincapié en el contrato de cesión del espacio físico público que su parte hizo al C.E.I. en la sede de la facultad de ingeniería de la U.B.A. para lograr desligarse de la responsabilidad solidaria que con el art. 30 L.C.T. se la condena. Intenta que se vislumbre así el carácter administrativo del acto de la concesión de dicho espacio y, por ende, basa toda su exposición en punto a que su parte nunca podría perseguir y/o desarrollar una actividad comercial mediante la cesión de ese espacio al centro de estudiantes, cesión gratuita y precaria que lo fue con el fin de propender al bienestar de la comunidad estudiantil universitaria. Agrega así que la actividad propia de un establecimiento de fotocopiado está conceptualmente excluída de la actividad académica y cultural de una institución universitaria sin que sea accesorio, ni coadyuvante o necesario que la U.B.A. deba desarrollar para el cumplimiento de su finalidad en tanto, suprimida la misma, no se verían alterados su actividad ni los fines ni propósitos de la institución universitaria.

   Considero que, en la peculiar situación de autos luce equitativa la decisión del Sr. Juez “a-quo” habida cuenta que, en primer lugar coincido en que no hay razón para excluír de la responsabilidad solidaria del art. 30 L.C.T. a un ente público respecto de las obligaciones laborales y previsionales inherentes a un contrato de trabajo de un empleado que se desempeñó en un local que funcionaba inserto en su establecimiento, en el caso, en la planta baja de la facultad de ingeniería de la U.B.A. (cfr. arts. 30 ya cit. y 386 del Cód. Procesal).

    En efecto, puntualizo aquí que la normativa que dimana del art. 30 L.C.T. no exige como requisito para este tipo de solidaridad que el responsable sea el empleador directo del trabajador sino tan sólo exige el cumplimiento por parte del contratista principal del deber de controlar el cumplimiento de las normas laborales y previsionales por parte del subcontratista respecto de sus empleados y evitar así que el trabajador sea contratado por un insolvente extendiendo la responsabilidad solidaria al principal por las deudas de su  subcontratista.

       Pues bien, en lo atinente al tipo de tareas que realizaba el actor, las mismas permiten inferir la viabilidad del supuesto que contempla la normativa en cuestión a la hora de decidir la responsabilidad solidaria (“actividad normal específica y propia de la empresa”, cfr. arg. art. 30 ya cit.) memoro aquí que “…tal como ha expresado Roberto García Martínez en su medular estudio “Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social”  (ver, la obra citada de la  editorial Ad-Hoc, págs. 312/314), el art. 30 de la LCT, trata el caso de una relación de contratación o subcontratación real; y no tiene en cuenta si existe fraude o no. Simplemente se limita a establecer un sistema protector para el trabajador que debe prestar servicios para el cesionario, contratista o subcontratista. Producida la situación objetiva de delegación de actividades, en las condiciones previstas en la norma, ésta establece dos consecuencias tuitivas: 

a)
El empresario deberá exigir a sus contratistas o subcontratistas el adecuado cumplimiento de las normas relativas al trabajo y los organismos de seguridad social. 

b)
Haya cumplido con ese deber de vigilancia o no, en todo los casos serán solidariamente responsables de las obligaciones contraídas con tal motivo con los trabajadores y la seguridad social durante el plazo de duración de tales contratos o al tiempo de su extinción, cualquiera sea el acto o estipulación que al respecto hayan concertado”.

        “Se trata de un típico caso de responsabilidad por elección”.

        “Considero como Justo López, que no solamente comprende la actividad principal del empresario, sino también las actividades secundarias o accesorias, integradas permanentemente al establecimiento, quedando solamente excluídas las actividades extraordinarias o excepcionales. Este es el sentido de los términos “normal y específico”; normal es lo que sirve de norma o regla y que por su naturaleza se ajusta a ciertas normas fijadas de antemano, y específico es lo que caracteriza y distingue una especie de otra. Quedarán excluidos los servicios o las obras que no tengan conexión con la actividad de la empresa comitente”. 

        “Antonio Martín Valverde opinaba sobre este punto que: “Según la doctrina científica mayoritaria las obras o servicios correspondientes a las obras o servicios correspondientes a la propia actividad de una empresa son aquellas que pertenecen al ciclo productivo de la misma; y por ciclo productivo ha de entenderse el complejo de operaciones que, en circunstancias normales, son necesarias para alcanzar los objetivos de producción o intercambio de bienes y servicios que constituyen el fin de la empresa. Dentro de estas operaciones necesarias, algunas tienen este carácter por ser inherentes a los objetivos productivos de la empresa, formando parte de las actividades principales de la misma; mientras que otras lo son porque, a pesar de su accesoriedad con ellas hay que contar incluso en circunstancias normales, para el funcionamiento regular de la organización empresarial. No es, por tanto, estrictamente la inherencia el fin de la empresa, sino más ampliamente la indispensabilidad para conseguir lo que debe definir el concepto de ´propia actividad´. Como también ha indicado la doctrina, nos encontramos ante una contratación de este tipo, cuando las obras o servicios objetos de la misma, de no haberse concertado ésta, hubieran debido directamente por el propio comitente, so pena de malograr o perjudicar simplemente el cumplimiento adecuado de su actividad empresarial”. 

    “Valverde nos señala algunas pautas para determinar cuándo se da este tipo de contratación: el primer indicio puede ser el lugar de prestación del trabajo; el segundo la frecuencia de las actividades, aunque una subcontratación ocasional no tiene que ser necesariamente ajena al ciclo productivo del empresario; y el tercero sería lo que denomina la sustituibilidad, que se produce cuando el empresario principal hubiera podido conseguir el mismo resultado sin recurrir a terceros”.

    “En los casos que prevé el art. 30, es decir, cuando existe una verdadera y real delegación de actividad, el trabajador que se sienta afectado en sus derechos deberá accionar contra el contratista, como su verdadero empleador, y contra el empresario principal, como responsable solidario; aquí la solidaridad no modifica el vínculo laboral que existía con el contratista o subcontratista”. 

     “Cuando se habla de contratista o subcontratista, también la ley equipara a estas figuras la cesión total o parcial del establecimiento o explotación. Justo López indica que debe entenderse que la cesión total o parcial a que se refiere el art. 30 no es la cesión a la que se referirán los arts. 225, 227 y 228 de la LCT, pues en este último caso el que transfiere deja de ser titular, aunque sea transitoriamente, del establecimiento; en cambio, en la cesión mencionada en el art. 30 el cedente nunca perdería ni transitoriamente la titularidad”. 

     “Por último, en el caso del art. 30 de la LCT existe una limitación temporal: la responsabilidad del empresario principal comprende las obligaciones contraídas durante el plazo de duración de los contratos o al tiempo de su extinción, cualquiera que sea el acto o estipulación que al efecto haya concertado. En cambio, en los casos de fraude, esa limitación no existe, pues el empresario es responsable directo como empleador, respondiendo por todas las obligaciones contraídas en todo momento” (ver en similar sentido, esta Sala in re “Fariello, Blanca María C/ Asoc. Francesa Filantrópica y de Beneficencia S/ Despido” SD N°: 41.643  del   26/03 /09”, entre muchos otros).

     Pues bien, en el caso, comparto con el Señor Juez “a quo” en que existió unidad técnica de ejecución entre ambas codemandadas habida cuenta que las tareas del actor como encargado del local del C.E.I. destinado a brindar el servicio de fotocopiado y apuntes a los alumnos forma parte de la función educativa, académicas, de investigación y formación que despliega la U.B.A., esto es, resultan inescindibles; máxime cuando en el caso, es dato firme también que la U.B.A. otorgó un subsidio al centro, para poder pagar los sueldos de su personal y el peritaje scopométrico permite comprobar que, luego de la clausura del local del centro la U.B.A. continuó brindando dicho servicio de fotocopiado a los alumnos, prueba que, al contrario de lo que interpreta el recurrente, a mi juicio, no resulta irrelevante y la erige como sujeto pasivo de la obligación solidaria perseguida (ver fs. 521 vta., fs. 548 del decisorio, art. 386 del Cód. Procesal y 30 L.C.T., v. fs. 602 vta. “In fine”/603 del memorial recursivo, art. 116 L.O. “propriam torpitudem alegans non est audiendus”).

     Con base en todo lo expuesto sugiero sin mas la confirmatoria del fallo apelado en lo substancial que fuera materia de recurso y agravio por parte de esta codemandada, siendo innecesario abocarse al análisis del resto de sus críticas en tanto el art. 386 del Cód. Procesal otorga al juez la facultad de apreciar los elementos de prueba según su sana crítica, sin serle exigible la expresión en la sentencia de la valoración de aquellos medios que no resulten esenciales y decisivos para el fallo de la causa (esta Sala in re “Moreno C/ Carosi S.A.” S.D. nro.: 25.152 del 30/06/95, “Gallardo, Angel Rodolfo C/ Lavadero One Way S.R.L. y otros S/ Despido” S.D. nro.: 39.434 del 10/08/2001).

      IV. La cuantía de los honorarios regulados a los profesionales intervinientes, con base en el mérito y extensión de su labor, es mi opinión que lucen equitativos por lo que sugiero confirmarlos (art. 38 L.O. y demás normas del arancel vigentes).

      V. De tener adhesión este voto, las costas de alzada se imponen a la recurrente (art. 68 del Cód. Procesal), y sugiero regular los honorarios por la actuación en segunda instancia para la representación y patrocinio letrado de la parte actora y los de la codemandada apelante en el 25%, respectivamente, de lo que en definitiva les correspondiere por la actuación que les cupo en la primera instancia (art. 14 Ley del arancel).

LA DOCTORA ESTELA MILAGROS FERREIRÓS DIJO: Por compartir sus fundamentos adhiero al voto que antecede.

LA DOCTORA BEATRIZ INÉS FONTANA: no vota (art. 125 de la ley 18.345). 

              A mérito de lo que resulta del precedente acuerdo, el Tribunal RESUELVE: 1) Confirmar la sentencia apelada. 2) Costas a la codemandada apelante, “Universidad de Buenos Aires”. 3) Regular los honorarios por la actuación en segunda instancia para la representación y patrocinio de la codemandada “Universidad de Buenos Aires” en el 25% (VEINTICINCO POR CIENTO) y los de la parte actora en el 25% (VEINTICINCO POR CIENTO), respectivamente, de lo que en definitiva les correspondiere por la actuación que les cupo en la primera instancia.

           Regístrese, notifíquese y devuélvase.  

